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E1. Introducción

E
l objeto de este trabajo es explicar mi postura

personal en torno al controvertido asunto de la

forma de protección de los derechos de autor

que ha sido aprobada por el Parlamento a raíz de la

reciente reforma de la Ley de Propiedad Intelectual.

Mi posición ante este tema coincide con la que, des-

pués de un debate interno, ha adoptado la CLI, asocia-

ción que actualmente presido.

Soy consciente de que el derecho de propiedad tiene

puntos de intersección con la protección de datos de

carácter personal1, pero la aportación que pretendo

efectuar en este artículo no analiza esta relación ni es-

tá ligada con los fines prioritarios de la CLI2. Sí en

cambio pretende analizar la correspondencia entre el

referido derecho de propiedad y el de los consumido-

res y usuarios.

2. Antecedentes

La legislación sobre propiedad intelectual aprobada

en el año 1996 en plena época analógica, gozaba en

la actualidad del consenso general de que debía modi-

ficarse y adaptarse a la era digital que nos ha tocado

vivir.

También hay un consenso generalizado en que deben

protegerse los derechos de los autores, artistas, edi-

tores y productores, remunerándolos por su creación.

Igualmente existe un acuerdo referido al reconocimien-

to de que tenemos un problema con la piratería y con

las descargas ilegales de obras sujetas a derechos de

propiedad intelectual.

Pero hay un desacuerdo de gran parte de la sociedad

con la decisión aprobada por el Parlamento respecto

a la forma adoptada para el sistema de compensación

por copia privada a la copia digital.

Pero, antes de seguir, invito al lector a remontarse a

1996 y a observar este asunto en un marco interna-

cional. En concreto, con la adopción en la Organiza-

ción Mundial de la Propiedad Intelectual de los denomi-

nados Tratados de Internet de aquel año y, a nivel

europeo, con la aprobación de la Directiva 2001/29/

CE, relativa a la armonización de determinados aspec-

tos de los derechos de autor y derechos afines en la
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1. Ver “Propiedad y Derecho Constitucional”. Estudio de Ignacio Villaverde Menéndez, Antiguo Letrado del Tribunal Constitucional,
Profesor Titular de Derecho Constitucional. Universidad de Oviedo.

2. Artículo 7 de los Estatutos en vigor de la Asociación: Fines: Esta asociación tiene como fines la defensa, promoción, estudio, di-
vulgación y cumplimiento del derecho a la protección de los datos de carácter personal, así como la defensa, promoción, estudio
y divulgación y cumplimiento de las libertades individuales en relación con el uso de la informática.
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sociedad de la información que ya emer-

gía por entonces.

La Ley de modificación del Real Decreto

Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el

que se aprueba el texto refundido de la Ley

de Propiedad Intelectual (LPI en adelante),

ha optado por plantear una reforma míni-

ma de la ley, limitada a lo necesario para

cumplir con el deber de incorporar lo es-

tablecido en la mencionada Directiva Euro-

pea. Por lo demás, ya era necesario asu-

mirla tras la condena del Tribunal de Justi-

cia de las Comunidades Europeas a

España por no haber realizado la transpo-

sición en plazo.

Sin lugar a dudas, los problemas que se

plantean son complejos y requieren un de-

bate más sosegado según recono-

ce el propio Gobierno al anunciar

que lo acometería en una segunda

etapa en la que dice que va a reali-

zar una modificación en profundi-

dad de la LPI.

3. Necesidad de revitalizar el

debate social

En la actualidad, el tema de la propiedad

intelectual ha dejado de ser una cuestión

de especialistas y se ha iniciado un amplio

debate en el que la opinión pública deman-

da que el carácter expansivo de la misma

no se convierta en un obstáculo para las

nuevas oportunidades de acceso y distri-

bución de la cultura que la evolución tec-

nológica proporciona.

La tecnología digital que conlleva la apari-

ción de nuevos soportes, servicios y redes

de difusión de contenidos, abre nuevas po-

sibilidades de acceso por parte de los ciu-

dadanos a las obras intelectuales, desvin-

culadas del soporte material al que se in-

corpora la obra, lo que plantea una ame-

naza potencial a los intereses económicos

de la propiedad intelectual.

La búsqueda de un equilibrio entre los in-

tereses de los creadores y de los ciudada-

nos en la sociedad de la información es el

problema de fondo que se plantea en el

momento actual3.

Pero pienso que por mucho debate social

que consigamos generar, si no es atendi-

do adecuadamente por las fuerzas políti-

cas, se seguirá incrementando una cierta

sensación de frustración que se traduce

en un progresivo y peligroso alejamiento

entre ciudadanía y clase política.

Opino que la democracia no consiste sola-

mente en ir a votar cada cuatro años. De-

biera haber una mayor vertebración social

en la que, realmente, el Parlamento actua-

ra atendiendo las demandas sociales des-

pués de escuchar las opiniones de unos y

otros. Solamente así conseguiremos, a mi

juicio, revitalizar el debate social y regene-

rar la credibilidad en las fuerzas políticas.

Veamos otras opiniones generadas alre-

dedor de todos estos asuntos y después

podremos distinguir en qué medida el de-

bate social ha sido tenido en cuenta en el

resultado político de la reforma de la LPI.

Por ejemplo, Gilberto Gil, ministro de Cul-

tura de Brasil, apuesta por modificar las

leyes de propiedad intelectual en todos los

países para dar cabida a “opciones alter-

nativas” teniendo en cuenta “las deman-

das actuales a nivel global”.

En este sentido, el músico recordó que

cuenta con un repertorio de cerca de 300

canciones, de las cuales “solo 20 son co-

nocidas”, y todas ellas “pueden escuchar-

se por Internet”, a través de su página

web y no por ello, disminuye el número de

ventas. Gil propone una política en Brasil

que busque el equilibrio “entre el derecho

de autor y el derecho público a acceder a

esa obra”, iniciativa que los sectores “más

conservadores rechazan totalmente” mien-

tras que “los más avanzados creen que se

debe considerar”.

Otra aportación al debate es la del

Senador de Iniciativa per Catalunya

Verds, Sr. Jordi Guillot, durante su

intervención parlamentaria sobre el

Proyecto de Ley de Reforma de la

LPI, acaecida en el Pleno del Sena-

do del pasado 24/05/2006. El ci-

tado Senador, aportaba dos ejemplos pa-

ra permitir una mejor visión sobre la gra-

vedad del problema:

• En el último año y medio, la piratería

audiovisual ha pasado del 5% al 60%.

• En el año 2005, en España se copiaron

ilegalmente trescientos cincuenta millo-

nes de canciones.

Decía este mismo Senador a lo largo de

su intervención que “...toda esta situación

hace más comprensible la determinación

de las sociedades de gestión en la defen-
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La búsqueda de un equilibrio entre los

intereses de los creadores y de los ciu-

dadanos en la sociedad de la informa-

ción es el problema de fondo que se

plantea en el momento actual.

3. “La propiedad intelectual en el entorno digital”. Documento de trabajo 82/2006 publicado por la Fundación Alternativas, de Celeste Gay Fuentes, Doctora en
Derecho & licenciada en Comunicación Audiovisual & diplomada por la Real Escuela de Arte Dramático y Danza de la Comunidad de Madrid & Profesora titular
de Derecho Administrativo de la Universidad Complutense de Madrid.
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sa de los derechos de los creadores. Pe-

ro, sinceramente Señorías, este canon

(en referencia a la compensación equitati-

va según la ley) no es la solución. Algo pa-

sará para que tantos estemos en des-

acuerdo con este canon sin tener por ello

intereses inconfesables...”.

Por otro lado, la Audiencia Provincial de

Madrid sentenció que “...confuso derecho

es éste en el que se cobra el canon a cam-

bio de una actividad prohibida”.

Más opiniones. Pedro Farré, Director de

relaciones corporativas de la Sociedad Ge-

neral de Autores y Editores (SGAE), consi-

dera “confusa” la redacción que exonera

del canon a los discos duros de ordenador

y las líneas ADSL, en relación a que las

memorias USB ya pagan canon actual-

mente y, según el citado portavoz de la

SGAE, deben seguir pagándolo.

Asimismo, defiende “la copia privada co-

mo un motor de la industria tecnológica”,

a diferencia de otras entidades de gestión

que están en contra de que se permita ha-

cer copias privadas.

En cuánto a los distintos usos digitales,

Pedro Farré dice que “...un uso es descar-

garse la canción al ordenador, y otro uso

es pasarla al reproductor portátil, por

ejemplo”, añadiendo que “por cada uno ha-

brá que pagar”.

Por otro lado, las asociaciones de em-

presas fabricantes de electrónica han

seguido reivindicando por librarse del ca-

non o, como mínimo, rebajarlo. Los CD-R

que se venden por 37 céntimos pagan

21 céntimos por el canon (un 57%),

mientras en los DVD la relación es de 60

céntimos de canon en discos que valen

unos 80. “El canon es una compensación

encubierta por la piratería”, critica Fran-

cisco Lara, asesor legal de ASIMELEC

que, como otros expertos, señala la ne-

cesidad de que el ámbito profesional que-

de fuera del pago de este canon, puesto

que los discos no se usan para copias

privadas.

Asimismo, se manifiesta en contra de la

propuesta que generó el Grupo Parlamen-

tario Socialista para que se puedan im-

plantar sistemas anticopia que permitan

hacer tres copias, “...preferimos que no

se pueda copiar nada y defendemos el uso

generalizado de sistemas que no permitan

ninguna copia, como un medio para aca-

bar con el canon que grava los soportes

digitales” se dice desde ASIMELEC. El refe-

rido asesor legal de dicha Asociación, aña-

de “...y que se licencien cada una de las

copias, el que quiera copiar que pague por

cada copia que haga”.

Incorporo también a este capítulo, la opi-

nión del abogado Carlos Sánchez Almeida.

Piensa que la nueva ley “amplía el campo

de los derechos de autor y se restringe el

acceso de los ciudadanos a la cultura”,

oponiéndose al reforzamiento sin límites

de la propiedad intelectual. Dicho abogado

añade que “...la industria sigue anclada en

sus viejos modelos y los legisladores les

hacen los trajes a la medida”.

64
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Añade Carlos Sánchez Almeida que “los

que están más descontentos son los

usuarios sin representación y a expensas

de lo que cocinen entre entidades de ges-

tión y fabricantes de tecnología. Antes te-

nías el derecho a hacer infinitas copias

privadas para uso personal, ahora sola-

mente tres. Los derechos que existían en

el ámbito analógico se restringen ahora

en el digital”.

A este debate, creo que ha contri-

buido de forma destacada la Aso-

ciación de Internautas que ha impul-

sado la plataforma “Todos contra el

canon” que ha logrado reunir a ciu-

dadanos, consumidores, profesio-

nales, usuarios de Internet, asocia-

ciones empresariales, organizacio-

nes sindicales, asociaciones de

derechos humanos... Todos ellos

refirmando su postura unitaria y contraria

al canon digital y en defensa de los consu-

midores y usuarios.

Desde hace tan solo cuatro meses, dicha

plataforma ya ha recogido más de medio

millón de firmas que ya se han entregado

en el Parlamento y espera ser recibida por

los Ministerios de Cultura y de Industria.

La CLI se ha adherido a dicha plataforma

en el contexto del debate social y parla-

mentario que rodea la LPI. Somos contra-

rios a gravar los soportes, los equipos o

redes y la tecnología en general con cáno-

nes, cuyos beneficiarios sean un sector

económico o una actividad de intermedia-

ción específicos, ya que ello contraviene el

interés general y conlleva que cualquier

colectivo o sector que se vea afectado por

un cambio tecnológico pueda reclamar un

canon similar sobre la tecnología que ha

provocado ese cambio, entorpeciendo

además el desarrollo de nuevos sistemas

de negocio.

Abundando en lo anterior, pienso que con

una medida como la del canon, se parte de

la presunción de culpabilidad del usuario.

Aunque no debiera ser necesario recalcar

que la CLI está en contra de la “piratería”

y a favor de proteger los derechos de

autor en todas sus modalidades, sí convie-

ne seguir enfatizándolo. Así como, subra-

yar también algunos de los efectos negati-

vos que, a mi juicio, produce el canon:

• Limita el acceso a material educativo:

se impone un monopolio a la educación

al restringir el acceso a herramientas

que la facilitan.

• Coarta la libertad del usuario: impone

un coste a la informatización de bienes

como son las fotografías digitales, los

vídeos domésticos o cualquier otro tipo

de información, cuyo único autor sea el

propio usuario.

• Impide el ejercicio de las excepciones al

derecho de autor consagradas en la

normativa nacional e internacional, y li-

mita las previsiones que exigen que se

garantice un justo equilibrio entre los

derechos e intereses de las diferentes

categorías de titulares de derechos, así

como entre las distintas categorías de

titulares de derechos y usuarios de

prestaciones protegidas.

• Penaliza la ejecución de copias de segu-

ridad cada vez más necesarias en cual-

quier sistema de información que se

precie tanto en el sector privado como

en el público.

• No soluciona el problema de la “pirate-

ría”, al contrario, la promueve.

Finalmente quiero referirme para concluir

este capítulo, que el Tribunal de Defensa

de la Competencia obligó a finales del año

2005 a reabrir el expediente de impugna-

ción contra el acuerdo entre la

SGAE y ASIMELEC para imponer el

canon digital en los CD y DVD vírge-

nes. La denuncia fue archivada en

el año 2004 por la Dirección Gene-

ral de Defensa de la Competencia.

El Tribunal de Defensa de la Com-

petencia ordenó reabrir la investi-

gación en base a la denuncia pre-

sentada en septiembre de 2003 por el

abogado Javier de la Cueva, a la que se

sumaron más tarde la Asociación de In-

ternautas y la Asociación de usuarios de

software libre (Hispalinux). Además, el

Presidente de la Asociación de Internau-

tas ha asegurado en diversas ocasiones

que el conflicto llegará hasta la Unión

Europea para que pueda dirimirse al más

alto nivel.

4. Situación actual

Evidentemente, como todo en la vida, de-

pende de quien mire y analice un asunto,

para que vea una cosa u otra completa-

mente diferente. Y esto también ocurre

con la reforma de la LPI tramitada en el

Parlamento. Mientras unos consideran

que se queda corta protegiendo a los

creadores, otros creen que perjudica al

sector tecnológico y otros opinamos que

quienes realmente pierden con ella son los

ciudadanos en tanto que consumidores de

cultura.
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La reforma intenta reconfigurar una LPI

aprobada en una época analógica para

adaptarla a la era digital, como decía en

las primeras líneas del artículo.

En ese intento de reconfiguración, el legis-

lador ha dado una vuelta de tuerca sobre

los derechos de los usuarios y de los auto-

res para ir adaptándolos a la Directiva

Europea. El canon a nuevos soportes y los

sistemas tecnológicos para impedir las co-

pias son dos de los ejes sobre los que se

constituye la reforma.

A mi juicio, el Parlamento no ha tenido en

cuenta, de momento, a una de las partes

presentes en el debate y sí ha tenido en

cuenta la opción de una de las entidades de

gestión que más ha presionado para que la

nueva LPI tuviera un sesgo claramen-

te a favor de sus tesis. El movimiento

ciudadano y las más de 500.000 fir-

mas presentadas hemos perdido, de

momento, la “batalla” política.

Pero la “guerra” sigue abierta ya

que no es fácil admitir la situación

creada por esta reforma aprobada y que

está marcada según pienso por:

1. El nuevo texto de la LPI da vía libre al

establecimiento de un nuevo canon pa-

ra los soportes digitales. De hecho, en

el momento de escribir estas líneas,

se ha hecho público el inicio de las ne-

gociaciones entre las asociaciones de

derechos de propiedad intelectual y las

empresas de electrónica y comunica-

ciones, para determinar los equipos y

soportes materiales que estarán suje-

tos al pago del canon. El Gobierno pu-

blicó el pasado 24 de agosto de 2006

en el Boletín Oficial del Estado el anun-

cio del inicio del proceso negociador

que, tal como estableció la reforma de

la LPI aprobada el pasado 7 de julio de

2006, podrá tener una duración máxi-

ma de cuatro meses. Una vez finalice

este proceso, los ministerios de Cultu-

ra y de Industria, Turismo y Comercio

tendrán tres meses de plazo para es-

tablecer a través de una orden Minis-

terial la relación de equipos y sopor-

tes, las cantidades aplicables a cada

uno, en concepto de canon y, en su ca-

so, su distribución entre las diferentes

modalidades de reproducción. Duran-

te el tiempo que dure este proceso se

aplicarán las tarifas establecidas en

2003 para soportes digitales.

2. Un amplio colectivo de ciudadanos,

consumidores, asociaciones de diver-

sa índole, y entidades representativas

de usuarios, internautas, empresas

del sector de las tecnologías de la in-

formación, telecomunicaciones e Inter-

net, siguen reclamando mayor trans-

parencia hacia el consumidor en este

pago que encarece de forma indiscri-

minada los productos y servicios, y

reafirman su posición en contra del ca-

non digital que perjudica el desarrollo

de la sociedad de la información y a la

competitividad de nuestra economía.

3. El cambio de modelo propiciado por In-

ternet, con canales de distribución al-

ternativos a los modelos tradicionales,

no debe ser entorpecido por el estable-

cimiento de un canon “protector” de un

canal frente a otro. La evolución al

mundo digital desde el analógico debe

permitir que la gestión de derechos

pueda realizarse por otros medios dis-

tintos al canon, una medida que no so-

luciona el problema de fondo y legiti-

ma, de alguna manera, la propia des-

carga “ilegal” de música u otros

productos culturales.

4. Los elementos que intervienen en las

Tecnologías de la Información y de las

Comunicaciones (TIC): soportes, equi-

pos, y redes de telecomunicaciones,

sirven tanto para los contenidos que

tienen derechos (copyright) como para

los que están libres de ellos (privados,

dominio público, copyleft, creative

commons, etc.) y por tanto, si se gra-

va de forma indiscriminada, se penali-

za (en beneficio de unos pocos) a to-

dos los usuarios.

5. Un canon introduce además

una múltiple imposición, ya que

se pagan los derechos al com-

prar o adquirir un contenido, y

se vuelve a pagar por el hecho

de almacenarlo en un dispositi-

vo, o de moverlo a través de

una red de telecomunicaciones.

El canon, como también se ha

demostrado en su vertiente

analógica para CD’s y VD’s, no

erradica en ningún caso la “pi-

ratería” o el “top manta”, y en al-

gunos casos, incluso la incenti-

va, al incrementar el precio de

los soportes, y propiciar que la

compra de CD’s, como otros

servicios de Internet, sean des-

localizados a otros países que

no tienen estos gravámenes.

6. Lo especificado en los puntos anterio-

res va unido, lógicamente, a mi respe-

to escrupuloso de la propiedad priva-

da y por los derechos de los autores

de contenidos cualquiera que sea su
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rechos al comprar o adquirir un conteni-

do, y se vuelve a pagar por almacenarlo

en un dispositivo.
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origen (texto, audio, vídeo, fotogra-

fías, etc.).

5. Alternativas

Hay soluciones intermedias a la imposi-

ción del canon digital que, de momento

no han sido tenidas en cuenta por

las fuerzas políticas. El encontrar

el equilibrio entre el derecho de

autor y el derecho público a acce-

der a la obra es una estrategia

que, estoy convencido, a la larga

prevalecerá.

Serían muy válidas, en este sentido

de buscar este equilibrio, propuestas co-

mo la de compensar las posibles copias

privadas con el pago de este derecho en

el momento en que se termine la obra. La

imposición del canon está motivada por

una compensación del perjuicio que sufren

los autores cada vez que se copia su obra.

Por ello, su recaudación tendría que ha-

cerse exclusivamente por aquellos que re-

sultan perjudicados, gravándolo en los

productos originales de venta al público,

fonogramas y videogramas, que las edito-

riales y productoras de creaciones intelec-

tuales utilizan para distribuir éstas y NO

cargándola a sectores ajenos o a consu-

midores que no consumen, valga la redun-

dancia, estos productos.

Mientras tanto, con la reforma de la LPI

aprobada que impone el canon, y en aras

de una mayor transparencia y garantía

tanto hacia el consumidor final como ha-

cia los destinatarios de la recaudación, se-

ría necesario que:

• No solamente participaran activamente

en la fijación de las cuantías y soportes

sujetos a canon, las organizaciones que

lo apoyan sino también las que se opo-

nen al mismo.

• Se limite por la cuantía máxima del ca-

non en proporción al precio de coste

del producto que vaya gravado con di-

cho canon.

• Se recoja la obligación de informar al

consumidor en relación a lo que paga

por este concepto de derechos de autor

y quien cobra dicho canon.

• Se prohíba la doble, triple o más impo-

siciones que se producen por efecto del

canon al pagarse en varios dispositivos

y soportes que intervienen en la realiza-

ción de una sola copia.

• Se elimine la incompatibilidad entre las

medidas restrictivas para la realización

de copias privadas con la remuneración

del canon a dichos soportes.

• Se exima de su pago a todas aquellas

organizaciones Administrativas, Asocia-

ciones, ONGs y colectivos así como em-

presarios y autónomos que no hacen

uso de los soportes y equipos para al-

macenar contenidos con derechos de

autor.

• La recaudación de este canon se reali-

ce y distribuya por la propia Administra-

ción para garantizar la transparencia,

el cobro y el posterior reparto a sus

destinatarios, así como para garantizar

las labores de inspección de libros y

contabilidad, que actualmente tienen fa-

cultadas las Sociedades de Gestión de

Derechos de Autor, a los sujetos obliga-

dos de repercutir dichos cánones.

• Se habiliten organismos de arbitraje

que permitan resolver las controversias

que se planteen en relación con el co-

bro/pago de este canon sin necesidad

de recurrir a la Justicia Ordinaria,

obligando a someterse a los mis-

mos a las entidades responsables

de su cobro.

En paralelo ya adelanto que yo sería

partidario de estudiar, como otra al-

ternativa, la impugnación de la LPI

pues suscribo la opinión de la letra-

da de la Asociación de Internautas, cuan-

do afirma: “Esta Ley deja al margen de su

regulación, los derechos de los consumi-

dores de soportes digitales pues por el

simple hecho de comprar un sistema de

reproducción digital, lo usen o no, hagan o

no copias privadas, estarán en deuda con

los autores”.

Recordemos que para esa posible impug-

nación caben tres posibles vías: a través

del Defensor del Pueblo (opción, por cier-

to, utilizada por la CLI para recurrir con

éxito ante el Tribunal Constitucional tanto

la LORTAD, primera Ley Orgánica de Pro-

tección de Datos de Carácter Personal,

como la LOPD, segunda Ley Orgánica de

Protección de Datos de Carácter Personal),

otra vía es la acción popular para la que se

necesitan quinientas mil (500.000) firmas

de apoyo con el objetivo de poder revisar

la ley, y por último, a través del apoyo de

50 diputados que se quieran significar por

su apoyo a esta iniciativa.

6. Conclusiones

Así pues y en mi opinión, esta Ley ha deja-

do al margen de su regulación los dere-

chos de los consumidores de soportes di-
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recho de autor y el derecho público a
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gitales. La consolidación de un canon co-

mo el que impone la LPI lleva a extremos

absurdos como el que describo a conti-

nuación: A una persona que compra un

DVD virgen se le debería decir que el pre-

cio de este producto es de unos quince

céntimos pero que paga hasta 1,20 euros

a las entidades de gestión de derechos de

autor, aunque lo vaya a utilizar para un vi-

deo de sus vacaciones. Es injusto cobrar al

usuario unas cantidades para compensar

un supuesto daño que muy posiblemente

no va a producirse, porque si una persona

quiere grabar en un CD o DVD sus vaca-

ciones, ¿por qué tiene que pagar un canon

de derechos de autor si el autor es la per-

sona que ha grabado sus vacaciones?

En este asunto, como ha ocurrido con

otros, lo que se aprueba en el Parlamento

no se ajusta a lo razonable y se juega, mal

juego por cierto, con la escasa informa-

ción y, en consecuencia, menor sensibili-

zación de los ciudadanos.

Es absolutamente necesario invertir esta

situación y que el ciudadano, en tanto que

consumidor en el asunto que estamos

analizando, conozca sus derechos y sepa

donde reclamar una posible violación de

los mismos.

Por ello yo aplaudo la iniciativa de la plata-

forma todos contra el canon, y por ello la

CLI se ha adherido a ella, pues uno de sus

objetivos es el de concienciar a los ciudada-

nos y consumidores para que conozcan lo

que les va a suponer el canon digital y para

ello dicha plataforma ya ha anunciado, por

cierto, una campaña de comunicación.

Así pues, creo que el Gobierno haría bien

en tener en cuenta a dicho importante

sector social, de cara a consensuar más

pronto que tarde una nueva LPI de acuer-

do con los derechos de los consumidores

y usuarios, bien armonizada con la norma-

tiva de la Unión Europea.

Pero no soy demasiado optimista y creo

que a corto plazo, dicha reforma se podrá

producir más por la iniciativa de la impug-

nación que por la del consenso. En este

sentido, espero que si aquella se produce

a través de cualquiera de las tres vías ci-

tadas anteriormente, el resultado del re-

curso no se dilate demasiado tiempo para

restablecer cuanto antes los derechos de

los usuarios y consumidores respecto al

asunto que estamos comentando.

La parte positiva de todo este proceso es

que el movimiento asociativo se está verte-

brando y, como parte importante de cual-

quier sistema democrático que se precie,

intenta buscar equilibrios, aportar críticas

y propuestas acerca de asuntos que nos

afectan a los ciudadanos en tanto que con-

sumidores y también, como trabajadores.

Permítaseme reiterar que aún siendo par-

tidario de agotar las vías de consenso, en

este caso y al día de hoy, creo que dicho

acercamiento solamente será posible judi-

cializando el problema, es decir, impug-

nando la Ley de Propiedad Intelectual y es-

perar que el resultado de todo ello sea

obligar a su reforma. A eso me refería

cuando anteriormente comentaba que los

ciudadanos que pensamos de distinta for-

ma en lo que respecta a la manera de pro-

teger los derechos de autor, aunque he-

mos perdido una “batalla” política, tendre-

mos otras oportunidades para que

nuestra voz sea oída pues quedan por dilu-

cidar algunos eventos más tanto en el te-

rreno político como en el judicial.

Lo que me anima a pensar así es precisa-

mente porque detecto que la “batalla” so-

cial se está ganando ya que las propues-

tas de búsqueda de un equilibrio entre los

derechos de autor y los de consumidor y

usuario, creo que siguen ganando terreno

y cada día tendrán más fuerza.

Para terminar, agradezco a la Unión Gene-

ral de Trabajadores la invitación que me ha

trasladado para escribir este artículo en el

marco de toda esta confrontación de pun-

tos de vista, pues entiendo que el trata-

miento de este asunto y su análisis desde

diferentes ópticas incide precisamente en

ese debate social que tantos reclamamos.

Y ahí, los sindicatos creo que tienen mu-

cho que decir… Intentaré explicarme. Has-

ta ahora he hecho hincapié en el ciudada-

no como consumidor, pero también está

muy relacionado este conjunto de temas

que estamos viendo con el ciudadano en

tanto que trabajador. Y sin duda este asun-

to tiene también incidencia en puestos de

trabajo y en la necesidad de abrir un deba-

te sobre la conveniencia de reestructurar

el actual modelo industrial que está rela-

cionado con la cultura. Entiendo que mirar

hacia otro lado no soluciona problemas y

pienso que es lo que ha hecho el Gobierno

primero y el Parlamento después, al apro-

bar esta reforma de la Ley de Propiedad

Intelectual. El mismo Gobierno ha asumido

que en algún momento habrá que entrar

con toda su extensión y profundidad en ese

debate que está aparcando, a mi juicio,

por falta de valentía política. Y ello supone

una pérdida de tiempo y de derechos así

como un agravamiento de los problemas.

Los derechos de autor no son ni más ni

menos importantes que, en este caso,

los derechos de los consumidores. El Go-

bierno no puede ampararse en los dere-

chos de creación para olvidarse de los

otros y, mientras tanto, seguir con el ac-

tual modelo industrial relacionado con la

cultura, que está anclado en el pasado y

que cada día que pasa, hace más difícil

su necesaria revisión.
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